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León, Guanajuato, a 25 veinticinco de febrero del año 2011, dos mil once. .  . 
V I S T O para resolver el expediente número 363/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana GABRIELA ALCARAZ SOTO, por su propio derecho, en contra del Director General de Movilidad, del Inspector de Transporte con número de gafete 007 y de la Directora General de Ingresos, ambos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.-  Que el acto impugnado consiste en la calificación del acta de de  infracción con  folio  número 237331, de  fecha  29  veintinueve de  julio del  año 
2009 dos mil nueve, en la que se impone al actor una multa por la cantidad de $363.85 (trescientos sesenta y tres pesos 85/100 moneda nacional), cuya existencia se acreditada en autos del sumario, con la certeza de los hechos imputados al Director General de Movilidad, por no contestar la demanda, la que se corrobora con la con los originales del acta de infracción que obra en el secreto de este Juzgado, con el Estado de Cuenta  de fecha 30 treinta de septiembre del año 2010 dos mil diez; pues de estos elementos convictivos adminiculados entre sí, se deduce la existencia de la calificación, toda vez que en el acta se expresan los hechos que constituyen la infracción “estacionarse en zona de ascenso y descenso de pasajeros”, mientras que en el estado de cuenta se expresa como motivo de la falta los mismos hechos, además se asientan los datos como las placas de circulación GNG 7316, el folio de infracción número 237331, su fecha de expedición, el artículo vulnerado y el nombre de la actora, siendo un hecho notorio que ese estado de cuenta se expidió por el equipo de computo de la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal; luego entonces, con estas circunstancia adminiculadas entre sí, se acredita la existencia de la calificación de la infracción combatida. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador  de oficio o  a instancia  de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Directora General de Ingresos hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que el acto impugnado es inexistente y debe sobreseerse el juicio respecto a esta autoridad; sobre el particular se aclara que se estudiará la causal de improcedencia contemplada en la fracción VI del citado artículo 261, tomando en cuenta el sentido de la argumentación lógica y jurídica expresada por la demandada. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que el actor a causa del requerimiento formulado en autos del sumario, aclara el segundo punto del capítulo de hechos de la demanda, señalando expresamente que la calificación de la infracción se la imputa al Director General de Movilidad, ya que dicha atribución se encuentra reservada a este Servidor público, conforme a lo estipulado en el artículo 9 nueve fracción IX del Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, de este manera, a la Directora General de Ingresos, sólo se le atribuye el estado de cuenta impugnado. . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Director General de Movilidad, en la ampliación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261, fracción IV, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por haberse consentido el acta de infracción correspondiente. Causal de improcedencia que no se estudia, en virtud de que no se admitió la demanda en contra de este acto administrativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

De igual manera, el Director General de Movilidad, en la ampliación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261, fracción I, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque el acto no afecta el interés jurídico del acto; al respecto se aclara que la afectación o no a interés jurídico se analizará en el siguiente considerando. . . . . . . . 
Así las cosas y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo 261, en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que el actor en el último párrafo del segundo concepto de impugnación  del  escrito de  demanda, en esencia aduce que resulta procedente la declaración de la nulidad del acto administrativo impugnado por configurarse en la especie la causal de ilegalidad ante la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad demandada, la resolución debe declararse totalmente nula, así como sus consecuencia. . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En el concepto de impugnación en estudio no señala el artículo del Ordenamiento Legal, que el actor considera violado en su perjuicio, sin embargo de la argumentación vertida se desprende la causa de pedir, puesto que indica la lesión o perjuicio que le ocasiona el acto combatido y podemos deducir el o los artículos y el Ordenamiento Legal, que se dejaron de aplicar en perjuicio de la parte actora, pues alega la falta de fundamento de la competencia. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sustentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.”, en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así, la calificación de la infracción constituye un acto administrativo y como tal debe emitirse con los elementos de validez que establece el artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, numeral que dice: . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 137.- Son elementos de validez del acto administrativo:

I.- Ser expedido por autoridad competente;

II.- Tener objeto físicamente posible, lícito, determinado o determinable, preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar, y estar previsto por el ordenamiento jurídico aplicable;

III.- Ser expedido sin que medie error sobre el objeto, motivo o  fin del acto;

IV.- Ser expedido sin que medie dolo o violencia;

V.- Constar por escrito, indicar la autoridad de la que emane y contener la firma autógrafa o electrónica del servidor público, salvo en aquellos casos en que se trate de negativa o afirmativa fictas, o el ordenamiento aplicable autorice una forma distinta de emisión, inclusive medios electrónicos; 

VI.- Estar debidamente fundado y motivado;

VII.- Cumplir con la finalidad de interés público, derivada de las normas jurídicas que resulten aplicables, sin que puedan perseguirse otros fines, públicos o privados, distintos de los que justifican el acto;

VIII.- Ser expedido de conformidad con las formalidades del procedimiento administrativo que establecen los ordenamientos jurídicos aplicables y en su defecto, por lo dispuesto en este Código; y

IX.- Ser expedido de manera congruente con lo solicitado, resolviendo expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las disposiciones jurídicas.”

Bajo la tesitura de este artículo, al no contestarse la demanda por parte del  Director General de Movilidad, es cierto que la calificación de la infracción como acto administrativo se emitió sin fundarse la competencia de la autoridad demandada, además de que no consta por escrito y la omisión de estos dos elementos de validez acarrean su ilegalidad. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . 
Abundando lo anterior, cabe mencionar que la competencia no se presume, sino que la autoridad demandada en el acto escrito de calificación de la infracción, debe fundar en derecho su competencia; entendiéndose por esto, que tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, la fracción, el inciso o el párrafo, que le concede la atribución para imponer la sanción impugnada; en consecuencia, el acto impugnado carece del fundamento de la competencia, elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por consiguiente, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 302, fracciones I del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, el acto combatido resulta ilegal y afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del justiciable, violándose en su perjuicio los artículos 137, fracción I del mismo Código y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por tal virtud, con fundamento en el artículo 300, fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad lisa y llana de la calificación de la infracción, en la que se le impuso al actor una multa por la cantidad de $155.85 (ciento cincuenta y cinco pesos 85/100 moneda nacional), así como el Estado de Cuenta de fecha 30 treinta de septiembre del año 2010 dos mil diez, en el que consta el crédito fiscal por la suma $363.85 (Trescientos Sesenta y Tres pesos 85/100 M.N.), integrado por la cantidad de $155.85 (ciento cincuenta y cinco pesos 85/100 moneda nacional) en concepto de multa y por el monto de $208.00 (doscientos ocho pesos 00/100 moneda nacional), en concepto de gastos de ejecución, amén de que estos últimos son consecuencia de la multa y como tales deben seguir la suerte del acto principal. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Materia: Fiscal (ADM). Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001).Tomo III, Administrativa. Tesis 42. Página 72. “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.- Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 137 fracción I, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302, fracción II, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la calificación del  acta de infracción con folio número 237331, de fecha 29 veintinueve de julio del año 2009 dos mil nueve, en la que se impone al actor una multa por la cantidad de $155.85 (ciento cincuenta y cinco pesos 85/100 moneda nacional) y del Estado de Cuenta de fecha 30 treinta de septiembre del año 2010 dos mil diez, en el que consta el crédito fiscal por la suma $363.85 (Trescientos Sesenta y Tres pesos 85/100 M.N.), integrado por la cantidad de $155.85 (ciento cincuenta y cinco pesos 85/100 moneda nacional) en concepto de multa y por el monto de $208.00 (doscientos ocho pesos 00/100 moneda nacional), en concepto de gastos de ejecución, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se ordena al Director General de Movilidad,  a que realice la devolución de la placa de circulación retenida a efecto de garantizar la sanción económica; la que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas en el cuarto considerando de este fallo. .  . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .
